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RESUMEN: 

Esta comunicación analiza las repercusiones que tuvo el acceso al poder y acción reforma-
dora de Isabel I sobre los concejos urbanos gallegos con sus elites, en un doble sentido: hacia 
dentro, como instituciones que se gobiernan a sí mismas y, hacia fuera, en sus relaciones con la 
monarquía, que en el caso de los municipios de señorío es un juego a tres bandas, en el que 
también estaban implicados los señores. Una relación compleja, salpicada de enfrentamientos y 
acuerdos, que resultó decisiva para afirmar el nuevo protagonismo que van a tener las ciudades, 
lo cual no impidió que una parte de sus oligarquías continuara manteniendo vínculos con sus 
señores y antiguos valedores. 

PALABRAS CLAVE: Concejos; ciudades; oligarquías urbanas; Isabel I; Galicia (reino); 1476-
1504. 

 
ABSTRACT: 

This communication analyzes the repercussions which the access to the power and the 
Elizabeth the First’s reformer action had in the Galician urban councils with their elites, in a 
double way: inwardly, as self-governed institutions and, outwardly, in their relationship with 
the monarchy, which in the case of the lordship corporations is a trilateral game, in which the 
lords were also implicated. A complex relationship full of confrontations and agreements, in 
which resulted to be decisive to affirm the new leading role that cities were going to have, 

———— 

* Trabajo elaborado en el marco del proyecto de investigación titulado «Sociedades y po-
deres: estructuras, dinámicas y estrategias en la Galicia meridional (1480-1850)», subvenciona-
do por el Ministerio de Ciencia y Tecnología, Secretaría de Estado de Política Científica y 
Tecnológica (BHA2003-02417). 
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which didn’t obstruct that a part of the oligarchies went on keeping links with the lords and 
the old protectors. 

KEY WORDS: Councils; towns; urban oligarchies; Elizabeth the First; Galicia (kingdom); 
1476-1504. 

 
 
Quisiera empezar resaltando la dificultad e interés del tema en cuestión. 

Dificultad debida a la escasez de las fuentes conservadas, pues las series de 
Actas Municipales de la mayoría de los concejos urbanos gallegos se inicia en 
fecha tardía (entre los años 20 y mediados del XVI), y en los casos en que no 
es así (Santiago y Orense) la secuencia se interrumpe con extensos huecos que 
dejan el reinado isabelino sin esta preciosa fuente. Salvo notorias excepciones 
(Orense y especialmente Coruña), en los archivos locales e Históricos Provin-
ciales tampoco se conserva otro tipo de documentación emanada de las ins-
tancias u organismos reales y lo mismo ocurre en los archivos diocesanos 
(ciudades y villas de señorío episcopal), lo que hace necesario completar la 
poca información en ellos recopilada con fuentes procedentes de archivos 
estatales, mayormente de Simancas. E interés porque, si bien la historiografía 
gallega cuenta con notorios trabajos referidos a la Baja Edad Media y tránsito 
a la modernidad, la mayoría centra su atención en la nobleza, la Iglesia y los 
principales acontecimientos políticos del momento, sobre todo cuando del 
reinado isabelino se trata1. Entiéndase bien: no estoy diciendo que se haya 
ignorado a las ciudades, sino que su papel y sobre todo el de los concejos con 
sus élites ha quedado diluido en medio de los grandes protagonistas de la 
época. Nuestra propuesta es convertirlos a ellos en protagonistas, por ver si el 
programa reformista que los nuevos monarcas «diseñaron» para el Reino tras 
su pacificación incluía también coordenadas para la «incorporación» de los 
poderes urbanos a su proyecto político y, de ser así, cómo se hizo y cómo les 
afectó tanto internamente (oligarquías) cuanto externamente en sus relaciones 
con los otros poderes, empezando por la propia Corona y sus oficiales pero 
también con la nobleza (otrora valedora de las ciudades y villas de realengo) y 
los señores episcopales (titulares de algunas de las más importantes). 

Como habrá podido entreverse, no comparto la opinión de quienes afir-
man que por los años 1475/80 las ciudades fueron eliminadas del sistema 
político castellano2, y me parece cuanto menos discutible decir que no existió 
una «política urbana» coherente de Isabel la Católica, más allá de una serie de 
medidas u órdenes concretas como la expansión de los corregidores, la con-
———— 

 1 Especial mención hay que hacer en este sentido de la vasta y profusa obra del profesor 
José GARCIA ORO. Sirvan por todos los siguientes títulos: Galicia en la baja Edad Media. San-
tiago, 1977; La nobleza gallega en la Baja Edad Media. Santiago, 1981; Galicia en los siglos 
XIV y XV, 2 tms. Coruña, 1987. 

 2 Explícitamente, SUÁREZ FERNÁNDEZ, Luis: «Las ciudades castellanas en la época de los 
Reyes Católico», Valladolid medieval, Valladolid, 1980, pp. 113 y ss.; vid. también Los Reyes 
Católicos. Fundamentos de la monarquía. Madrid, 1989, p. 59 y ss. 
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firmación de los privilegios de una reducida oligarquía, la regulación del nú-
mero de miembros y equilibrio de bandos, etc.3. Entiendo que con indepen-
dencia de que la actuación de los monarcas estuviera salpicada de inflexiones 
conformó una serie de principios y técnicas que sin haber sido objeto de una 
proclamación solemne subyacen a su obra de reforma institucional. Y en lo 
que al régimen municipal se refiere, resulta obvio que el gobierno de los con-
cejos experimentó profundas transformaciones que invirtieron el clima políti-
co preexistente y permitieron restablecer un «diálogo» constructivo e intere-
sado con la monarquía4. Cosa distinta es que ese diálogo (colaboración) no 
fuera excluyente o que sufriera acomodaciones e incluso retrocesos durante y 
sobre todo después de la etapa isabelina. Creo que se puede sostener para 
aquellas ciudades que conservaron el privilegio de hablar en cortes, como está 
probado para alguna de ellas5, pero también para el resto de los poderes ur-
banos. En las siguientes páginas trataré de argumentar que así ocurrió en el 
caso de Galicia, a pesar de haber sido uno de los territorios más difíciles de 
someter y a pesar también de que las principales ciudades y villas estaban bajo 
dominio episcopal (Santiago, Pontevedra, Mondoñedo, Lugo, Orense, Tuy, 
etc.), sólo había cuatro localidades realengas de entidad (Coruña, Betanzos, 
Bayona y Vivero) y además ninguna era interlocutor directo de la monarquía. 

 
 

1.  «GOBIERNO JUSTO» MONÁRQUICO: EL RESPALDO A LOS PODERES LOCALES Y 
SUS LIMITACIONES 

 
1479: concluye la contienda sucesoria con la firma del tratado de Alcaçovas, 

aunque en Galicia no se restaurará la paz y el orden hasta 1483, tras solucionar 
los últimos rescoldos en tierras del obispado de Mondoñedo y de Tuy. Para 
entonces los oficiales reales (gobernador y justicias) estaban asentados en el 
Reino y actuaban aunque con limitaciones: las derivadas de una nobleza que a 
la altura de 1485-86 todavía continuaba campando a sus anchas respecto a los 
monasterios que consideraban como propiedad tradicional a título de enco-
———— 

 3 LUNNEFELD, Marvin: Los corregidores de Isabel la Católica. Barcelona, 1989, pp. 201-202. 
 4 GONZALEZ ALONSO, Benjamín: «La reforma del gobierno de los concejos en el reinado 

de Isabel», en Julio BALDEÓN BARUQUE (ed.), Isabel la Católica y la política. Valladolid, 2001, 
p. 312; Id., «Poder regio, reforma institucional y régimen político en la Castilla de los Reyes 
Católicos», en El Tratado de Tordesillas y su época (= Congreso Internacional de Historia: 
Setúbal 2 de junio, Salamanca 3, 4 junio, Tordesillas 5, 6, 7 junio 1994), 1995, I, pp. 34-35. 

 5 Es la base del artículo de Julio A. PARDOS MARTÍNEZ: «Constitución patricia y Comunidad 
en Burgos a finales del siglo XV (Reflexiones en torno a un documento de 1475)», en La ciudad 
hispánica durante los siglos XIII al XVI, I, 6, 1985, pp. 545-580, referido a la ciudad de Burgos. E 
igualmente para Toledo: OWENS, Jonh B.: Despotism, Absolutism and the Law in Renaissance 
Spain; Toledo vs. the Counts of Belalcázar (1445-1574), Michigan, 1973. Desde una perspectiva 
general, que abunda en la revalorización de las ciudades como sujeto político, IRADIEL, Paulino: 
«Señoríos jurisdiccionales y poderes públicos a finales de la Edad Media», en Poderes públicos en 
la Europa medieval. Principados, Reinos y Coronas. Pamplona, 1997, pp. 63-68. 
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miendas ilegales. En este contexto, otoño de 1486, deciden los Reyes Católicos 
hacer acto de presencia en el territorio, que se zanja con la visita y estancia en 
varias localidades. Por supuesto, hubo concesiones y recompensas para sus éli-
tes, que pueden serlo para toda la comunidad. Pero el intercambio político con 
ellas ya había empezado a producirse con anterioridad, a veces incluso durante 
la contienda civil, como en el caso de Betanzos y su vecina Coruña. En el pri-
mero por su apoyo incondicional a la causa isabelina desde el principio6, y en 
el segundo porque era objeto de transacción en los acuerdos de la realeza con 
el conde de Benavente, quien alegaba derechos y pretendía el señorío de la 
ciudad para tener una salida al mar de sus dominios. Fue por eso también la 
que más pronto y más se benefició. 

Los hechos se desencadenan en marzo de 1476. Ante el rumor de una po-
sible concesión, la ciudad decide actuar: cerca la fortaleza y se rebela contra 
su alcalde y corregidor, Pedro del Castillo. Cuando son informados de la si-
tuación los nuevos monarcas comisionan a su criado Diego de Cepeda para 
persuadirles de que depusieran su actitud y levantaran el asedio7. Pero además 
toman nota de la resistencia y se buscan soluciones menos costosas para Pi-
mentel. Como muestra de esa buena voluntad dos meses más tarde despachan 
cinco reales cédulas que interesaban al «bien común» y sobre todo al de sus 
oligarquías: una que sancionaba el aumento del salario de los regidores (1.000 
maravedíes al año); otra, mandando guardar las «ordenanzas antiguas» de la 
ciudad que prohibían la venta de vino de fuera durante el tiempo vedado por 
ellas (se explicita el objetivo: «el tiempo de cada ano porque vosotros podeys 
vender vuestros vinos que sacades de vuestras heredades para vos aprovechar 
dellos»); dos más que autorizaban a sus gobernantes a echar sisa sobre las 
mercadurías para financiar su «defensa y guarda» frente a posibles ataques 
franceses, así como a juzgar y ejecutar las penas que pusiesen contra los veci-
nos que «por recelo» se querían ausentar; y la quinta y última para garantizar 
el abastecimiento de la ciudad: reconociendo que «es pobre de pan,» se auto-
riza al concejo a importar trigo por barco desde Andalucía8. Era un gesto de la 
Corona, insuficiente porque los acontecimientos se precipitan: en julio la reina 
reemplaza a Castillo, designando como corregidor a Fray Arias del Río9, 
quien traía orden de entregar la ciudad a don Rodrigo Alonso de Pimentel en 
el plazo de ocho meses10. Demasiado tiempo, debió pensar, pues a finales de 
enero o principios de febrero de 1477 cerca la ciudad, mientras ésta busca 
defensa por su cuenta. Como antaño, recurre a los Andrade, designando a su 
titular, el regidor don Diego de Andrade, «capitán e valedor» durante cinco 
———— 

 6 El 2 de abril de 1475 confirman todos sus privilegios (GARCÍA ORO, José: «Betanzos en 
la Baja Edad Media», en Anuario Brigantino, 7 (1984), pp. 21-32, esp. p. 27). 

 7 Archivo Histórico Municipal de Coruña (o AHMC), Reales Cédulas (o RC), nº 326 y 327. 
 8 Ibid, nº 331, 329, 330, 324 y 325, respectivamente. Todas, salvo la primera, expedidas 

el 17 de junio de 1476. 
 9 Ibid, nº 328. 
10 GONZÁLEZ GARCÉS, Miguel: Historia de La Coruña. Edad Media. La Coruña, 1987, p. 378. 
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años11. Cosa que no gustó en la Corte, aunque como las hostilidades continú-
an durante los meses siguientes se acepta, hasta que el 21 de abril la monar-
quía conviene un nuevo arreglo: aquéllas tenían que cesar y Coruña debería 
entregar la fortaleza al maestresala real Lope de Valdivieso, quien como co-
rregidor la tendría en su poder durante siete meses con pleito-homenaje al 
conde de Benavente para después traspasársela. Claro que para entonces su 
causa ya estaba perdida. Tanto Coruña como la Corona habían logrado su 
propósito: que la ciudad permaneciera realenga. Sólo faltaba que desde la Corte 
se tomaran medidas que refrendaran la decisión: la primera, e inmediata, fue 
designar un nuevo corregidor y alcalde del castillo, dado que la ciudad no se 
fiaba de Valdivieso12; la segunda, comprometerse a no enajenar la ciudad del 
patrimonio real13; y, la tercera, conceder una cédula de seguro y amparo a los 
regidores y vecinos de la ciudad para que no se les hiciese agravio allí por donde 
anduvieren14. Cumplía también saldar deudas: a Diego de Andrade se le com-
pensa por los gastos efectuados en defensa de la ciudad15, se le titula «capitán» 
de la misma16 y se le concede un compromiso formal de que no se darían ofi-
cios del concejo a enemigos de los Andrade. Dos años más tarde, sin embargo, 
la misma reina afirmaba la invalidez del pacto de Coruña con Diego de Andra-
de, y reiteraba que sólo a los reyes correspondía la defensa de sus vasallos17. 

Con todo, fue a partir de esta fecha o, mejor, después de 1480 cuando ese 
«diálogo» o contacto con los poderes locales adquirió un ritmo más vivo: se 
redoblan los esfuerzos para dominar el «residuo gallego», crecen las exigen-
cias de dinero al Reino18 y en las cortes de Toledo se aprueban disposiciones 
que, por generales, antes o después habrán de afectar a los concejos gallegos. 
Para entonces existen corregidores, además de en las realengas Betanzos, Vi-

———— 

11 Ibid, p. 379; también José GARCÍA ORO: Galicia, op. cit., II, p. 213, donde extracta su 
contenido. 

12 Los elegidos son los tesoreros Fernando y Pedro de Mazuelos: AHMC, RC, nº 332 
(Medina, 27 de julio de 1477) y nº 333 (sobrecédula de 27 de agosto). Además, se manda a 
Diego de Andrade que les entregue ambas, la fortaleza y el corregimiento (GARCÍA ORO, José: 
Don Fernando de Andrade. Conde de Villalba (1477-1540). Estudio histórico y colección docu-
mental. Santiago de Compostela, 1994, p. 233). 

13 Ibid, nº 336 (Sevilla, 18 de septiembre de 1478). 
14 Recelaban en especial de tres grandes señores, como eran el arzobispo de Santiago, el con-

de de Monterrey y el conde de Altamira: AHMC, RC, nº 335 (Medina, 20 de agosto de 1477). 
15 Dos juros de 100.000 maravedíes anuales cada uno. 
16 Que ejercerá de acuerdo con el corregidor: Medina, 20 de agosto de 1477 (GARCÍA ORO, 

José: Don Fernando, op. cit., p. 234). 
17 Alegaba que «vosotros non podistes nin debistes fazer lo susodicho sin la licencia del Rey 

mi señor e mia» y que designar comenderos y capitanes «es poner mal fuero e uso e costumbre 
en la tierra», por lo que ordenaba que en adelante no lo tuvieran por capitán ni valedor a él ni 
a otro caballero alguno (AHMC, RC, nº 340: 25 de junio de 1479). 

18 Archivo Histórico Provincial de Orense (o AHPO), Concellos, Orense, C-1/54: Obliga-
ción que suscribieron los procuradores de la ciudad de Orense, Lugo, Betanzos y villa de Vive-
ro para juntarse en Valladolid para hablar con los reyes «acerca de los dineros de los tres años 
pasados que en sus nombres demandaba a este Reino» 
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vero y Coruña, en las episcopales de Mondoñedo y Tuy, que Isabel la Católi-
ca había provisto para normalizar la situación en ambos obispados19. A tenor 
de los datos de que disponemos, es, sin embargo, una presencia potestativa y 
de carácter extraordinario que no cuestionaba la titularidad de la Iglesia sobre 
dichas ciudades. De hecho, también se recurrió al procedimiento en el caso de 
Orense por razones parecidas: una denunciada situación de inseguridad y 
notoria falta de justicia que hizo que el entonces gobernador conde de Riba-
deo ocupara temporalmente las fortalezas de la ciudad y nombrara un corre-
gidor para la ciudad, cuya presencia se sospecha hacia 1480 y está documen-
tada entre 1484 y 149920. Pese a ello, el obispo recupera el señorío de la 
ciudad en 1483, como también lo hicieran meses antes sus homónimos de 
Mondoñedo y Tuy. En lo que aquí nos ocupa, no parece que la introducción 
en esas ciudades de señorío de un corregidor haya implicado cambio significa-
tivo alguno. Ni mucho menos que el hecho pueda ser interpretado como una 
medida de centralización o de intervensionismo monárquico. Antes al contra-
rio: la demandan los afectados y con ella se trataba de preservar el dominio 
episcopal, garantizando de esta forma la «paz pública» y «estabilidad social». 

Ello no impidió que la Corona empezara a desarrollar una política favora-
ble a las ciudades y sus oligarquías, dentro de las limitaciones que le imponen 
los privilegios adquiridos por los señores: Orense, por ejemplo, recibe una 
confirmación de sus privilegios (1485) así como de las ordenanzas que elabo-
ra el año 148321, y Coruña ve como se le perdonan las penas impuestas por 
no haber querido recibir como corregidor y alcalde de la fortaleza a Vasco de 
Vivero y el licenciado Berlanga, respectivamente22, en tanto que sus oligarquí-
as dirigentes obtienen un reconocimiento expreso de su poder: exclusividad 
en el gobierno municipal, sancionada mediante una real cédula que ratifica 
una ordenanza precedente que preceptuaba la asistencia a los ayuntamientos 
sólo de «la justicia e regidores e dos procuradores de común e cibdad e los que 
por ellos fueren alli llamados»23. No fueron, ni mucho menos, los únicos be-
neficiados: en febrero de 1480 Bayona recibe la «fe e palabra real que siempre 
ternan la dicha villa e su alhoz para su Corona Real», promesa importante en 
un momento en que los Sotomayor dominaban de hecho en Toroño y en vir-
tud de las paces firmadas con Portugal iban a recuperar el juro de cuarenta 

———— 

19 LÓPEZ FERREIRO, Antonio: Galicia en el último tercio del siglo XV. Santiago de Compos-
tela, 1883, pp. 301-302; GONZÁLEZ ALONZO, Benjamín: Gobernación y gobernadores. Notas 
sobre la administración de Castilla en el período de formación del Estado Moderno. Madrid, 
1974, p. 67. 

20 GARCÍA ORO, José: Galicia, op. cit., II, p. 117. Acredita esa inseguridad algunos docu-
mentos de la época: AHPO, ACO, Notas de Juan García, f. 41v; Concellos, Orense, L-525, nº 
74 y 90. 

21 Ibid, L-250, ff. 3 y 49, respectivamente. 
22 AHMC, RC, nº 342 (27 de junio de 1483). 
23 Ibid, nº 344 (Córdoba, 16 de agosto de 1484). 
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mil maravedíes anuales situado en sus rentas24. Por su parte, el concejo com-
postelano alberga esperanzas de «revisar» su dependencia jurisdiccional frente 
a su autoritario y poderoso señor, el arzobispo Fonseca. Da el primer paso en 
el año 1480, cuando junto con la mayor parte de las villas y municipios de la 
Tierra se niega a pagarle las rentas e impuestos adeudados, so pretexto de que 
eran «imposiciones nuevas». Después, presentan un recurso mancomunado 
ante la Corte, acusándolo de «opresor y arbitrario». Suficiente para justificar 
la intervención y velado apoyo de la Corona a los demandantes: se manda al 
«alcalde mayor» Acuña que conozca de la reclamación, quien aprovecha para 
hacerse con el control de las fortalezas de la ciudad y la catedral, a lo que Fon-
seca responde pronunciando entredicho sobre la ciudad. Crece entonces la ten-
sión en los dominios arzobispales pero también en el resto del territorio galle-
go. Así es que, viendo la situación y dado que tampoco se podía prescindir de 
Fonseca pues era un puntal clave de la causa isabelina en el Reino, la monarquía 
desiste de parte de su programa inicial, optando por una solución de equilibrio: 
en 1481 aleja al prelado del escenario de los hechos, designándolo presidente 
del Consejo de Castilla, y en marzo del año siguiente, a petición suya, el gober-
nador desmantela su red militar y deja libre el señorío de la iglesia de Santiago. A 
ésta siguieron otras concesiones: una confirmación expresa por parte de la reina 
de los privilegios en que se sustentaba dicho señorío, así como varios documentos 
donde se instaba a sus vasallos a un total acatamiento del señorío jurisdiccional y 
pago de las cargas señoriales adeudadas25. La experiencia había sido, pues, fallida 
para el concejo compostelano, pero no cejará en su empeño.  

Así las cosas, llegamos a otoño de 1486, fecha del mencionado viaje de los 
soberanos a Galicia, que es básicamente político e informativo. Visitan, entre 
otras localidades, Santiago (donde desarrollaron la mayor parte de su trabajo), 
Coruña, quizás Betanzos, y Lugo, cuyas oligarquías le exponen sus reivindica-
ciones y demandas. Siguiendo la línea de actuación típica de ambos monarcas, 
ya entonces atienden algunas de ellas, como las de los concejos de Coruña y 
Betanzos: al primero le reiteran su compromiso de mantener la ciudad realenga 
y al segundo, según la historiografía local, le confirman sus privilegios26. Pero 
tanto o más importantes que éstas van a ser las decisiones que tomen en los 
años siguientes, tras las cuales se entreve un contacto-colaboración, no sujeción, 
más decidido entre ambas instancias de poder. De hecho, ya en enero de 1487, 
el gobernador don Diego López de Haro recibe una serie de cartas en las que, 
entre otras cosas, se ordenaba «a todos e quelesquier caballeros e personas de 
qualesquier estado e condicion que sean que deseen libres e desembargados para 

———— 

24 R. P. de 16 de febrero y de 7 de marzo, respectivamente (GARCÍA ORO, José y Mª José 
PORTELA SILVA: Bayona y el espacio tudense en el siglo XVI. Estudio histórico y colección di-
plomática. Santiago de Compostela, 1995, pp. 29-30). 

25 Resumo información de mi libro: Señorío y municipalidad. Concurrencia y conflicto de 
poderes en la ciudad de Santiago (siglos XVI –XVII). Santiago de Compostela, 1997, pp. 62-65. 

26 MARTÍNEZ SANTISO, Manuel: Historia de la ciudad de Betanzos. Betanzos, 1892, p. 296. 
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su Corona Real todas e qualesquier villas e logares del Reino de Gallizia, que 
fueren (de realengo) e behetrías, que ellos e qualesquier dellos tienen entradas e 
tomadas e ocupadas por solariegas, sin tener a ello título por donde les pertenez-
ca»27; lo cual hay que entender como un claro respaldo a los concejos realen-
gos, libres de pleito-homenaje y tutelas como las que habían tenido que suscri-
bir antaño para salvaguardar su condición. No fueron los únicos: durante ese 
mismo año los municipios de tierras eclesiásticas y señoríos monásticos llevan a 
cabo una nueva campaña emancipadora, respaldados por los oficiales reales, a 
quienes veían como la expresión de un poder real fuerte y «gobierno justo». 

Esta transacción continuó e incluso se acentuó en años posteriores. No en 
vano en febrero de 1480 Isabel I había instaurado definitivamente la Her-
mandad en Galicia, cuya principal tarea, una vez pacificado el Reino, era ob-
tener hombres y dinero para hacer frente a la guerra de Granada primero y a 
las guerras de Sicilia, después. Con el tiempo crecieron las sumas pedidas y en 
la misma medida su impopularidad así como también las denuncias de las 
ciudades y villas contra los recaudadores y alcaldes de la Hermandad a los que 
acusan de corrupción: Vivero, 148928; Coruña y Betanzos, 1490, 149229; y 
seguramente no fueron los únicas. Sin embargo, las necesidades de la guerra 
se imponían y la reina continuó obligando a renovar la Hermandad cada tres 
años hasta agosto de 1498 en que quedó desmantelada. Si hacemos caso a los 
datos de Ladero Quesada, la aportación de los municipios gallegos a la em-
presa granadina fue generosa, a veces incluso superior a sus posibilidades30.  

Pues bien, en este contexto de exigencias y esfuerzo económico no resulta 
descabellado pensar que hubiera contraprestaciones por parte de la Corona, 
ya fuera de manera directa o indirecta. De hecho, las hubo: en el caso de Co-
ruña, por ejemplo, en enero de 1489 se acepta que el concejo pague sólo la 
mitad del salario del corregidor don Diego López de Haro, también goberna-
dor del Reino, atendiendo, precisamente, a que la «cibdad, su tierra e vecinos 
e moradores della estan muy fatigados ansy [roto] y en los repartimientos de la 
guerra de los moros enemigos de la Santa fe Católica»31; en febrero comisiona 
al obispo de Tuy para que visitara sus términos e hiciera restituir aquellos que 
le habían sido usurpados por «concejos e personas singulares, vecinos de la 
dicha cibdad e caballeros», entre los que se contaban familiares y allegados de 
algunos regidores32; y durante los meses siguientes se ordena al tesorero de 
cruzada que restituya a la ciudad la quincena de los trescientos mil maravedíes 

———— 

27 GARCÍA ORO, José: Galicia, op. cit., I, pp. 377-381. 
28 Archivo General de Simancas (o ARG), Registro General del Sello (RGS), XII-1489.  
29 Para Coruña: AHMC, RC, nº 50 (20 de mayo de 1490). 
30 Por ejemplo, los concejos que en 1489 otorgaron más dinero en concepto de préstamo pa-

ra ayudar a la conquista del Reino nazarí fueron: Coruña y Santiago 300.000 maravedíes cada 
una; Pontevedra y Muros 250.000; y Betanzos, Vivero, Lugo y Noya 200.000 (LADERO QUESADA, 
Miguel Angel: Castilla y la conquista del Reino de Granada. Valladolid, 1967, pp. 136-137). 

31 AHMC, RC, nº 359 (14 de enero de 1489). 
32 Ibid, nº 354 (Valladolid, 6 de febrero de 1489) y nº 355 (18 de enero de 1489). 
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que prestaron en el año 1487 para ayudar a la conquista del reino nazarí33; 
igualmente, autorizan al regimiento a echar sisa o hacer repartimiento para 
gastos de pleitos y salario del corregidor34, y confirman mediante ejecutoria la 
exención de los vecinos y mareantes del pago de diezmos del mar y alfolí que 
trajesen de sus «quintaladas» de sal y otras mercaderías35.  

En general, todas las ciudades y villas con sus oligarquías resultaron bene-
ficiadas durante estos años. De entrada, se restablecen en su vigor las orde-
nanzas y reglamentos por que se regían los concejos, bien se modifican o sen-
cillamente se elaboran otras nuevas, según lo exigieran las circunstancias: 
Mondoñedo, 1491 (incluyen disposiciones que regulan la composición del 
concejo), 1493 y 1497; Betanzos, 1490 y 1493, etc. Cuentan para ello con el 
favor de los oficiales reales asentados en el Reino: el regimiento de Betanzos, 
por ejemplo, en 1591 todavía recuerda lo dispuesto un siglo antes, cuando «el 
licenciado Antonio Cornejo, oydor y alcallde mayor en este Reino de Galizia, y 
Juan de Arévalo, contador y contino de los serenísimos reyes Don Fernando y 
Doña Isabel, de gloriosa memoria, se juntaron en esta çiudad con la justicia e 
regimiento della.... y, así juntos y dadas algunas peticiones presentadas por el 
comun», elaboraron las normas para la mejor gobernación de la ciudad36. Se 
atiende también al maltratado patrimonio de los concejos, en particular a la 
protección y recuperación de los términos y bienes comunales, según lo dis-
puesto por las leyes de Toledo: reclamó con éxito, como ya indicamos, un 
sector de los ediles coruñeses; en momentos y cronologías diversas también lo 
hicieron sus homónimos Betanzos y Orense37, y seguramente no fueron los 
únicos. Y en el plano práctico, dada la exigüidad de sus patrimonios (bienes 
de propios y rentas) y que las cantidades requeridas superaban casi siempre 
los 3.000 maravedíes38, se les autoriza con relativa frecuencia a echar sisa so-
bre los mantenimientos o hacer repartimientos entre los vecinos ya sea para 
gastos de pleitos, para reparar edificios u obras públicas o bien para hacer 
frente a otras urgencias39. 

———— 

33 Ibid, nº 358 (30 de marzo de 1489). 
34 Ibid, nº 357 (Córdoba, 29 de abril de 1489). 
35 Derecho que, según la misma ejecutoria, consistía en «un quarto de un tonel de vino, y 

un moyo de sal e cinco millares de sardinas e cinco quintales de hierro e cinco varas de pano e 
un carro de madera e a este respeto de las otras cosas» (Ibid, Privilegios y diplomas, nº 40: 
Córdoba, 5 de julio de 1490), aunque en el documento no se expresa sobre que cantidades se 
sacaba. Una copia de R.C.: Id., Copias RC, nº 40.  

36 GARCÍA ORO, José: «Ordenanzas municipales de Betanzos de los siglos XV y XVI. Estu-
dio y edición diplomática», en Anuario Brigantino, 10 (1987), pp. 17-32. 

37 AHPO, Concellos, Orense, L-250, f. 51v. 
38 Máximo permitido sin necesidad de disponer de licencia real (Nov. Rec.: VI, 23, 9 y 10). 
39 En el caso de Coruña, por ejemplo, que es el más documentado, que sepamos: reparti-

miento de 45.000 maravedíes para «gastos y necesidades de la ciudad», de los cuales los alcal-
des mayores del Reino hacen pesquisa y causa contra los regidores en septiembre de 1493 
(AHMC, Reales Provisiones (o RP), nº 58: 26 de septiembre de 1493); sisa por 200.000 mara-
vedíes «para reparar muros a comienzos del año siguiente (nº 62: 10 febrero de 1494); repar-
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No solieron, por lo demás, los monarcas inhibirse de la aplicación de las 
normas que dictaban ni tampoco obviaron las acusaciones de los municipios 
contra sus oficiales. La reforma institucional que llevaron a cabo culminaba 
precisamente con la implantación de una serie de mecanismos inspectores y 
procedimientos formales, con los que velar por el cumplimiento de sus fun-
ciones y evitar excesos. En este sentido, cumple señalar que en general facili-
taron la revisión de las decisiones y medidas adoptadas por sus oficiales (co-
rregidores, gobernador y alcaldes mayores, recaudadores, contadores, etc.) 
que eran manifiestamente contrarias a los intereses locales40. Otra cosa es la 
resolución que en esa revisión se pudiera adoptar, cuestión que no estamos en 
condiciones de valorar porque son muy pocos los casos examinados, aunque 
intuimos que no siempre respondió a las expectativas de los municipios. 

En el caso de ciudades y villas de señorío, ese respaldo se traduce, aparte lo 
señalado, en favor y apoyo a sus reivindicaciones antiseñoriales, con o sin fun-
damento explícito: Allariz frente a los Pimentel, Ferrol frente a los Andrade41.... 
El ejemplo más paradigmático es, sin embargo, el del concejo compostelano, que 
protagoniza una nuevo enfrentamiento con su señor el arzobispo Fonseca, sa-
biendo que en el envite tendrá de su lado a la Audiencia. Se inicia la contienda 
en el año 1493, poco después del regreso de Fonseca Santiago. Durante los me-
ses siguientes los alcaldes mayores expresan su deseo de visitar la ciudad, a lo 
que el prelado se opone, aduciendo que estaba exenta de la jurisdicción de los 
oficiales reales. Éstos, sin embargo, obviaron la requisitoria y entraron por la 
fuerza, aumentando a partir de entonces los roces jurisdiccionales con los oficia-
les del arzobispo. Aprovechando esta situación de confusión, los regidores, a su 
vez, organizan «ciertos alborotos e coventícoles» en la casa del ayuntamiento; 
además, nombran a los alcaldes ordinarios, obviando el sistema de «cobrados», 
merced al cual debían presentar una lista con doce candidatos al arzobispo para 
que eligiera dos de ellos, y blanden sus armas contra el provisor episcopal, con-
tando para ello con el apoyo del teniente del gobernador Carlos Enríquez de 
Cisneros. Crece la tensión, hasta tal punto que los alcaldes mayores decretan el 
destierro de Fonseca. La reacción de éste no se hizo esperar: como ya hiciera en 
1480, acude a la Corte, donde aparentemente «convenció» exhibiendo como 
principal argumento su lealtad y adhesión a la Corona. Desde allí se condena el 

———— 

timiento de 100.000 maravedíes para los gastos del pleito con los que pretendían ser hidalgos 
en 1497 (nº 72: 23 de mayo de 1497). 

40 AGS, RGS, XII-1488: pedimento de la ciudad de Orense, en grado de apelación de 
mandamiento del gobernador que dictaminó el «secuestro» de sus rentas. 

41 Ibid, VI-1487, XII-1487: La villa de Allariz contra don Juan de Pimentel y sus merinos; 
XII-1994: Puebla do Brollón contra el conde de Lemos; 30-I-1491, f.129: Encargan al gober-
nador y alcaldes mayores de Galicia que conozcan sobre la prohibición de emigrar que imponí-
an los Andrade a sus vasallos de Ferrol; I-1491: Amparo real a los vecinos de Ferrol contra la 
familia Andrade; II-1491: Mandan al gobernador y alcaldes mayores que conozcan de las de-
nuncias de los ferrolanos sobre imposiciones indebidas con que son molestados por los Andra-
de (trascripciones en José GARCIA ORO, Don Fernando, op. cit., pp. 249-251). 
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atropello de los oficiales reales así como el del regimiento compostelano, san-
cionando su titularidad jurisdiccional sobre la ciudad, que incluía entre otros 
derechos la designación de los alcaldes ordinarios mediante el mencionado pro-
cedimiento. Hay fundamentos jurídicos en la resolución, pero sobre todo hay 
razones políticas: la Corona con Isabel I, aunque se mostraba firme en su pro-
grama, seguía siendo todavía muy dependiente de la voluntad de sus vasallos 
poderosos, y Fonseca lo era en demasía, máxime porque acababa de realizar 
una generosísima aportación económica para la guerra de Granada42. 

No fue, sin embargo, su única contienda: por estas fechas todavía tenían 
otra pendiente de resolución en los tribunales. Allí, ante los alcaldes mayores 
del Reino habían acudido a principios del año 1490 dos regidores y seis veci-
nos, presentando una querella contra Fonseca en la que le acusaban de abuso 
de autoridad y prepotencia frente a los fueros, exenciones y privilegios de la 
ciudad; de manera expresa citan la Arbitral de Alfonso X de 1261 que regula-
ba, entre otras cosas, el nombramiento mediante «cobrados» y la jurisdicción 
reconocida a los alcaldes ordinarios. La defensa jurídica puede suponerse: 
mientras el procurador arzobispal pretendía que los mencionados justicias 
eran simples delegados de su parte, que «usaban y ejercían» jurisdicción en su 
nombre y que de ellos sólo cabía recurso (o apelación) al prelado o sus justi-
cias mayores, la parte de la ciudad defendía su condición de justicias munici-
pales —se intuye aunque no se explicita, con jurisdicción «propia» por conce-
sión regia— y que las alzadas deberían ir directamente para el rey o sus 
justicias, obviando la cláusula XXIV del mencionado diploma que admitía 
también como válida la alzada al arzobispo. Lo propio hicieron los alcaldes 
mayores, que durante ese mismo año pronunciaron sentencia favorable a la 
posición y derechos de la ciudad, incluida la posibilidad de apelar directamen-
te al rey de quienes se agraviasen de las decisiones de las justicias ordinarias. 
Una decisión esta última polémica por incompleta, contra la que Fonseca re-
currió a la Chancillería de Valladolid, ignorando al tribunal gallego. No obs-
tante, aquélla confirmó la sentencia de la Audiencia en lo que al nombramien-
to de los alcaldes ordinarios se refiere, mediante «cobrados» como estipulaba 
el diploma alfonsino, en tanto que no se pronunció sobre el espinoso asunto 
de las apelaciones, que el prelado tenía concedidas por diversos privilegios. 
Suplicó del dictamen, pero éste fue confirmado en grado de revista y la ejecu-
toria expedida en julio de 149443. Es, indudablemente, un triunfo del concejo 
que gracias a la mediación y velado apoyo del poder real frena las pretensio-
nes fonsequianas de expandir sus atribuciones judiciales en perjuicio de la 
jurisdicción municipal, pero no hay que olvidar que durante el año anterior 
aquél había salido airoso en la Corte de otra disputa con la ciudad y los alcal-
des mayores del Reino. 

———— 

42 LÓPEZ DÍAZ, María: Señorío, op. cit., pp. 65-66. 
43 Archivo Histórico Diocesano de Santiago (o AHDS), Serie jurisdiccional, leg. 93 (nº 4). 

Vid. También id: op. cit., pp. 66-70. 
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Quiero significar con ello, que a estas alturas del reinado, estamos ya en 
una fase que si bien los concejos mantienen «enlaces» con el proyecto político 
isabelino, esa vinculación y colaboración es bastante más floja que en fechas 
posteriores a la contienda sucesoria. La razón es sencilla: desde 1489/90, o 
quizás algo antes, la monarquía hubo de despertar del largo letargo en que se 
encontraba sumida durante esos primeros años, viéndose obligada a congra-
ciarse con la alta aristocracia y los grandes señores para contar con su ayuda y 
apoyo en la guerra de Granada. Cautiva precisamente de ese apoyo, comienza 
a favorecer con sus decisiones a esta renacida nobleza y señores, perjudicando 
a veces a los concejos y villas. Acabamos de referirnos al desenlace de los en-
frentamientos que mantuvo Fonseca con el concejo compostelano y los oficia-
les de la Audiencia. Otro ejemplo paradigmático —se ha dicho— es el de la 
devolución de los términos usurpados por los nobles a las ciudades, que ori-
ginaron procesos en los que a veces intervienen los monarcas para retardar o 
poner fin a las causas que sancionaron la restitución44. No parece, sin embar-
go, que esto haya tenido especial relevancia en el caso de Galicia de forma 
que hubiera ocupado con insistencia los tribunales reales, pues cuando hubo 
procesos por esta razón y en estas fechas —como ocurrió en Coruña— quien 
aparece implicada no es tanto la nobleza cuanto algunos miembros del regi-
miento, sus familiares o allegados. De ahí que haya dilaciones injustificadas en 
los sumarios, cuyo responsable es el corregidor45.  

No obstante esto, hay otros indicios que evidencian esa necesidad de la 
Corona de reconducir sus relaciones con la nobleza y los señores en detrimen-
to de los concejos y sus oligarquías. Un par de ejemplos: durante los últimos 
años de su reinado Enrique IV había concedido al entonces obispo de Tuy, 
don Diego de Muros, varios documentos de trascendencia con relación a su 
señorío, entre ellos uno que le reconocía derecho a administrar justicia priva-
tivamente en la ciudad por la falta de la misma que había habido durante los 
treinta y cinco años precedentes46. Tras la contienda sucesoria en la que en el 
tema tudense, iglesia y ciudad, se mantuvieron en primera línea, el obispo 
Muros toma medidas para recuperar el poder temporal de la iglesia y reorga-
nizar la vida municipal. La decisión se materializó en el estatuto de 1482, que 
consagraba de hecho el acuerdo que había establecido con Enrique IV, inclui-
do lo referente al nombramiento y ejercicio de la justicia municipal, con lo 
cual todo el régimen municipal caía bajo la estricta dependencia del prelado 
que ejercía un control directo sobre el mismo a través de la designación de 
cargos. Isabel I fue consciente de las contradicciones que encerraban estas 
normas y sobre todo de los peligros que conllevaban, al anular prácticamente 
la jurisdicción municipal. Por eso, admitió con gusto las reclamaciones auto-

———— 

44 POLO, Regina: El régimen municipal de la Corona de Castilla durante el reinado de los 
Reyes Católicos (Organización, funcionamiento y ámbito de actuación). Madrid, 1999, p. 512. 

45 AHMC, RC, nº 63 (Tarazona, 26 de agosto de 1495). 
46 RP. de 27 de octubre de 1473 (GARCÍA ORO, José: La nobleza, op. cit., p. 232). 
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nomistas e incluso realengas que plantearon los tudenses en los tribunales 
reales cuando el obispo Muros fue trasladado a Ciudad Rodrigo. El 6 de no-
viembre de 1496 ya había veredicto: se desautorizan los acuerdos que don 
Diego hiciera con Enrique IV por los que se atribuían al prelado el nombra-
miento del alcalde o juez concejil, pues con ello se suplantaba a la justicia 
municipal «que en nuestro nombre administre justicia»47. Era lo justo, lo que 
se consideraba ajustado a derecho, pero no lo práctico: por lo que sabemos, 
los prelados tudenses continuaron designando al alcalde o juez local y éste 
impartiendo justicia en su nombre durante toda la modernidad. De lo cual se 
deduce que la sentencia o bien no se ejecutó o bien los prelados negociaron 
algún arreglo en la Corte. 

El otro testimonio tiene que ver con la vecina realenga Bayona: en mayo 
de 1494 los monarcas urgían a Diego López de Haro la ejecución, en calidad 
de presidente de la nueva Audiencia de Galicia, del fallo establecido por los 
alcaldes mayores en el pleito que el obispo tudense litigara con Bayona sobre 
la jurisdicción de Val de Minor y que, según refiere la requisitoria, el mismo 
demoraba ejecutar para favorecer a la villa en la pretensión de incorporarlo a 
su alfoz48. Dos años más tarde ocurre con las feligresías del valle de Loriña, 
que pertenecían a don Fernando de Castro, hombre de confianza de los Reyes 
Católicos: a instancias de López de Haro, el alcalde de la villa maniobra para 
ejercer justicia en estos lugares. Como instigador que es, aquél ignora el atro-
pello y Castro reclama entonces ante la Corte: allí disgusta la actitud del lu-
garteniente, de hecho se le recrimina y se manda a la Audiencia que preside 
estudiar y decidir la reclamación con la regularidad y presteza debida49. 

Estos dos últimos episodios se comprenden mejor en el contexto en que se 
producen: para entonces estaba en marcha el proyecto de la Corona de con-
vertir a Bayona en una plaza fuerte y puerto franco del Atlántico. Un proyecto 
nacido del aprendizaje de la confrontación con Portugal, donde el espacio 
tudense se había revelado como un punto vulnerable. Se hacía necesario re-
forzarlo y el mecanismo elegido fue edificar una nueva Bayona en Monte do 
Boy, denominada Monterreal de Bayona. Superadas las dificultades del pri-
mer momento y bajo la presión de la urgencia, a mediados de los años 90 se 
dan los primeros pasos desde la Corte: en noviembre de 1495 los Reyes en-
cargan a López de Haro que haga «dicha población» lo más rápido posible. 
Claro que antes hubo que persuadir a los vecinos de las ventajas que les aca-
rrearía el traslado voluntario y, una vez hecho, se fija un mínimo de población 
que respondiese con holgura al destino militar y económico que se pretendía 
para el enclave: «doscientos vesinos e non menos», según provisión de 15 de 
enero de 1497, que se completa con otros dos importantes documentos del 
mismo mes y año, mediante los cuales se dota a Monterreal de un nuevo esta-

———— 

47 Id: Galicia, op. cit., II, p. 132-133. 
48 AGS, RGS, V-1494 (Medina del Campo, 26 de mayo de 1494). 
49 Ibid, III-1496 (Almazán, 26 de marzo de 1496). 
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tuto y se conceden diversas franquicias a sus vecinos50. Puede parecer, en 
principio, que se trata de favorecer al concejo. Pero en realidad es una deci-
sión de la monarquía que cristaliza en un contexto de necesidad. Lo cual no 
impide, como indicamos antes, que al querer dotar la nueva jurisdicción de 
Monterreal se tropezara con cotos establecidos que señoreaban el obispo de 
Tuy, don Fernando de Castro y otros nobles de la zona. Hay que conciliar 
intereses, así es que por el momento desde la Corte se ordenan respetarlos. La 
dotación de propios para la nueva villa tendrá que esperar. 

Se llega así a los últimos años del reinado, que Miguel Ángel Ladero Que-
sada califica de «viraje y cambio en la política regia» mientras que otros auto-
res hablan de «crisis» en función de las nuevas circunstancias políticas e in-
convenientes observados en el funcionamiento de la situación establecida51. 
Existían, en efecto, sólidas razones de orden económico y político que expli-
can la inflexión: una vez superada la guerra de Granada, aumentan las protes-
tas contra las continuas imposiciones para la milicia de la Santa Hermandad, 
que fue eliminada en 1498, quedando así roto un vínculo directo importante 
de la Corona con las élites urbanas; progresivamente, se disipa también el 
entusiasmo de esas élites ciudadanas y su percepción del gobierno como «jus-
to». En contrapartida, gana fuerza la nobleza y los señores, que vuelven a in-
tervenir en los asuntos municipales, pese a la prohibición real de los acosta-
mientos, y aumenta el malestar y descontento contra los oficiales reales, 
especialmente en contra de los corregidores. Ocurre en las ciudades de Coru-
ña52 y Betanzos, que comparten corregidor, sobre todo en la segunda donde la 
hostilidad y desconfianza respecto a la voluntad real degeneró en un desacato 
a su autoridad, acaso como única vía para centrar la atención sobre sus quejas 
y problemas. Coinciden varios en el tiempo: uno, el de los presuntos hidalgos 
pendientes de pleitos que se eternizan en los tribunales reales y que además se 
mancomunan contra los pecheros; otro, ver rechazados algunos de sus privi-
legios portuarios y mercantiles, pese a su reciente confirmación real; en fin, la 
sospecha generalizada de que los oficiales regios tenían un manifiesto parti-
dismo procoruñés, sobre todo el corregidor al que además acusaban de permi-
tir con su ausencia abusos cuando no los cometía directamente, como en el 
caso de las penas de sangre que cobraba sin atenerse a la normativa del Reino. 
Como único remedio a estas demandas, a principios de 1502 la Corona deci-
de que el corregidor resida personalmente en Betanzos al menos durante cua-
tro meses al año. Una decisión importante pero insuficiente, pues obvió dar 
respuesta sobre el proceder parcial de los pesquisidores e imposición de san-
ciones por la actuación de aquél así como a las otras reclamaciones formula-

———— 

50 Sobre el asunto vid. GARCÍA ORO, José: Bayona, op. cit., pp. 35-40. 
51 LADERO QUESADA, Miguel Ángel: «Monarquía y ciudades de realengo en Castilla, siglos 

XII a XV», en Anuario de Estudios Medievales, 24 (1994), pp. 719-773; LUNENFELD, Marvin: 
Los corregidores, op. cit., p. 157. 

52 AHMC, RP, nº 75 (17 agosto 1499); nº 308 (19 mayo 1500); nº 89 (25 mayo 1500). 
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das. La situación estalla dos años más tarde, cuando se repiten los hechos 
porque el licenciado Francés, encargado de tomar residencia al bachiller 
Francisco Gómez a quien los vecinos consideraran autor de «muchas ofensas e 
sinrazones», prisiones incluidas, ignora las acusaciones y deja pasar el año 
previsto para solventar el proceso sin poner remedio. Entonces el concejo 
toma la drástica medida de actuar por su cuenta: ignora a Francés y designa a 
sus propios alcaldes ordinarios. Justifica la decisión, aduciendo que era con-
forme al fuero y privilegios de la ciudad que les permitían tener alcaldes pro-
pios, al margen de los que designase la monarquía. No lo consideraron así en 
una Corte ya sumida en el desconcierto ante la inminente muerte de la Reina: 
hubo sobresalto inicialmente, pero también hubo voluntad de resolver la si-
tuación. Prueba de ello es que no se encomienda la investigación al goberna-
dor y alcaldes mayores del reino, sino que se envía un alto funcionario, el 
contino Diego de Torres53. Después, se interpone la demanda correspondiente, 
se instruye el pleito donde se ofrecen versiones y se aclaran las cosas. Finalmen-
te, se reprueba el gesto pero la sanción es más que benévola, lo cual no deja de 
encerrar extremos de finalidad «proconcejil». Siéndolo, evidencia reconocimien-
to de errores pasados y sobre todo deseos de recomponer la situación. 

 
 

2.  «CONSTITUCIÓN» CONCEJIL: PERVIVENCIAS Y NOVEDADES 
 
Regidores, alcaldes y procurador general —procurador del común o procu-

rador del concejo-, amén del corregidor en las ciudades y villas de realengo, 
constituyen la única autoridad legítima respecto a la gobernación, regimiento 
y administración de justicia en los concejos urbanos gallegos cuando Isabel 
muere en noviembre de 1504. Veintiocho años antes, cuando se proclama 
reina de Castilla, el equipo de autoridades era el mismo pero los procesos de 
toma de decisiones y la capacidad de decisión de la «comunidad» podían dife-
rir algo; en otras palabras, que no pasaron en balde. Al respecto, conviene 
recordar que la presencia de vecinos del común en los ayuntamientos, carac-
terística de los antiguos concejos abiertos, no desapareció totalmente con la 
instauración del regimiento. De hecho, en las actas de la primera mitad del 
siglo XV seguimos constatando la presencia de vecinos pecheros al lado de los 
alcaldes, regidores y procurador, pero la operatividad política de esta presen-
cia ha cambiado cualitativamente, pues asisten a instancias del regimiento. Por 
otro lado, y dado que éste concentra la totalidad de las atribuciones conceji-
les, esa presencia vecinal resulta ineficaz de cara a incidir en la toma de deci-
siones. Son ayuntamientos o reuniones ampliadas o, lo que con acierto ha 

———— 

53 AGS, RGS, VI-1504 (20 julio de 1504); IX-1504 (30 de octubre de 1504); GARCIA ORO, 
José: Galicia, op. cit., II, pp. 242-249. Cfr. LUNENFELD, Marvin: Los corregidores, op. cit., pp. 
172-174. 
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podido denominarse, «ayuntamientos a concejo»54 que se celebran en pocas 
ocasiones, casi siempre para tratar asuntos de interés general pero escasa tras-
cendencia política. De ahí que algún autor considere que no sirvieron como 
cauce de expresión de los intereses del común, y de ahí también —se ha di-
cho— que el conjunto de los vecinos pecheros —en términos institucionales 
«comunidad e republica» de los vecinos por oposición al «concejo», instru-
mento de dominación de la oligarquía— buscase otras vías de expresión más 
eficaces para la defensa de sus intereses: en el aspecto organizativo, las cofra-
días de oficios y, como vía de «representación» política en concejo, el procu-
rador del común55.  

Se retoca así sin subvertir el esquema constitucional establecido con la ins-
tauración del regimiento al agregar a éste esa tercera instancia que es el procu-
rador general, cuyo punto de arranque pudo ser el «procurador do concello»56. 
Para cuando Isabel I acceda al poder el modelo, sin embargo, ya está consoli-
dado en los concejos gallegos. Lo cual no impide que continúe habiendo algún 
que otro «ayuntamiento ampliado» o reunión con asistencia variable de elemen-
tos del común (vicarios de las cofradías, algunos vecinos o, simplemente conce-
jos abiertos para la elección de oficios), aunque progresivamente tienden a des-
aparecer, dando lugar a un nuevo «cierre» de las élites urbanas; un cierre que 
en esta como en otras ocasiones cuenta con el respaldo de las autoridades re-
ales. Ilustrativo, en este sentido, es lo ocurrido en el caso coruñés: en agosto de 
1484 los monarcas despachan una cédula confirmando la ordenanza antigua de 
la ciudad según la cual sólo podían asistir a los ayuntamientos la «justicia e regi-
dores e dos procuradores de comun e cibdad; y quince años más tarde la Real 
Audiencia sanciona la decisión con ocasión del pleito que litigan algunos veci-
nos con la justicia y regimiento de la ciudad, pretendiendo «façer concejo para 
acordar e procurar algunas cosas complideras al bien e provecho comun de la 
dicha cibdad sin que los regidores estoviesen presentes»57. 

Que exista representación comunal oficial no significa tampoco que la ins-
titución funcione plenamente, pues si difícil fue conseguir su aceptación más 
lo sería hacerla operativa, dada la reticencia de los regidores. Lo demuestra la 
diversidad de denominaciones que encontramos en la documentación para el 
mismo caso: «procurador del concejo», «procurador del común e cibdad», 

———— 

54 PARDOS MARTÍNEZ, Julio A.: Constitución, op. cit., pp. 550-551. 
55 ARMAS CASTRO, José: «Trasformaciones sociales y relaciones de poder en una villa de se-

ñorío. Pontevedra, siglos XIV-XV», en VV.AA.: Poder y sociedad en la Galicia medieval. San-
tiago de Compostela, p. 198. 

56 Que Antonio LÓPEZ FERREIRO localiza en Santiago ya en el año 1223 en un pleito del 
concejo y cabildo eclesiástico ante el rey Alfonso VIII, aunque considera que la figura del «pro-
curador general del concejo» no apareció hasta mediados del XIV: Fueros municipales de San-
tiago y su tierra. Madrid, 1975 (reed. 1895), pp. 198-199; en Coruña se localiza en el año 
1344 (LÓPEZ CARREIRA, Anselmo: A cidade medieval galega. Vigo, 1999, p. 262). 

57 AHMC, RC, nº 344 (Córdoba, 16 de agosto de 1484); nº 75 (Santiago, 17 de agosto de 
1499). 
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«procurador general» o «procurador general del concejo», oficio u oficios 
(donde había dos como en Coruña) de duración anual, cuya elección solía 
hacerse en el seno del concejo con asistencia de los vecinos. Y lo demuestra, 
sobre todo, la vaguedad y diversidad de sus atribuciones: «procurar el bien 
publico» (ordenanzas tudenses de 1482); solicitar «los fechos y negocios del 
consejo» (ordenanzas mindonienses de 1491, 1493); «amar prol e onra e pro-
beyto do dito conçello»(Orense); esto es, representación ante el regimiento y 
de éste ante cualquier instancia o tribunal, amén de una posible capacidad de 
control sobre sus tareas hacendísticas. 

Disponemos de poca información sobre la evolución del cargo durante la 
etapa isabelina, pero intuimos que ninguno de los dos aspectos reseñados se 
desarrolló de manera pacífica cuanto menos en la última década de su reina-
do. Mientras en el plano competencial la institución se afianza y parece ganar 
terreno, promoviendo iniciativas en defensa del interés de la comunidad, sobre 
todo a partir de 1490/9558, la elección resulta a veces conflictiva por el deseo 
del concejo de controlar o seguir controlando su nombramiento y, viceversa, 
por el deseo de los vecinos de tener una participación más activa que la mera 
exteriorización de opiniones. Significativo a este respecto es lo ocurrido en el 
municipio orensano: en el año 1498 la justicia y regimiento se niegan a admitir 
al elegido, el mercader Gonzalo Blanco, quien hubo de recurrir a la Audiencia 
para que reconocieran su nombramiento; y cuatro años más tarde los alcaldes 
ordinarios incoan pleito contra los vecinos «por averse juntado con armas en la 
Santa Iglesia Catedral para elegir procurador general»59, se sobreentiende, por-
que no podían hacerlo libremente en el concejo y querían tener una persona 
que velara por sus intereses en el concejo. La actitud de la monarquía puede 
suponerse: apoyo a las peticiones de la comunidad y de sus representantes, pero 
semeja ser un apoyo «tibio», insuficiente para hacer triunfar sus reivindicaciones 
frente a la oligarquía dominante, e insuficiente, suponemos, aunque no encon-
tramos mención expresa al respecto, para plantearse dar la batalla por tener en 
consistorio no sólo voz sino también voto. 

En lo que atañe a los regimientos en sentido estricto, no hubo que atajar la 
superabundancia de oficios porque no la hubo de acrecentamientos previos (si 
alguno existió sería en las ciudades realengas); que sepamos, tampoco fue 
necesario abolir perpetuidades y revocar cartas al efecto; son reiterativas, en 
cambio, las cédulas y provisiones reales que, conforme a la legislación acor-
dada en Toledo, prohibían a los regidores vivir con otros oficiales del conce-
———— 

58 En el caso de Coruña, por ejemplo, presenta denuncias e iniciativas importantes contra 
las irregularidades y abusos tanto de los regidores como del corregidor: AHMC, RC, nº 343 (4 
febrero 1483); RP, nº 70 (3 junio 1497), nº 308 (19 mayo de 1500) y nº 89 (25 mayo de 
1500). Ocurre también en otras localidades: AHPO, Concellos, Orense, L-250. 

59 En Orense, lo menos desde 1501, al finalizar su mandato tenía que rendir cuentas de su 
gestión económica (Ibid, ff. 10v, 20v y 22). Sobre la institución en el XV, LÓPEZ CARREIRA, 
Anselmo: A cidade de Ourense no século XV. Sociedade urbana na Galicia baixomedieval. Ou-
rense, 1998, pp. 405-407. 
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jo, prelados, señores y caballeros con el fin de evitar el clientelismo hacia los 
grandes nobles y señores, así como las parcialidades dentro de la corporación; 
correlativamente, se insiste también en la prohibición de tomar parte en las 
subastas o arriendos e rentas reales y municipales60, reiteración ésta que como 
la anterior prueba su incumplimiento o inoperancia práctica. Y, en lo demás, 
casi todos los cabildos se apuntan a la moda imparable de las renuncias que 
reglamentan los Reyes Católicos: en Coruña, por ejemplo, cuatro de los siete 
nombramientos reales de regidor que documentamos entre los años 1480 y 
1498 responden a renuncias de sus respectivos titulares, y en el caso de Be-
tanzos se explicita para dos de las nueve provisiones localizadas entre 1475 y 
149961. Intuimos, no obstante, que las transmisiones hereditarias van mucho 
más allá de lo que consta en los títulos y de lo que reflejan estos datos. Lo 
acredita la rotación de casas en los mismos oficios que se da en la ciudad de 
Betanzos62, y también la existencia de una especie de expectativas como la 
tenencia «en depósito», esto es, a la espera de que el titular del oficio supere 
sus incompatibilidades o desee ejercerlo63. Carecemos de información con 
respecto a los regimientos de señorío, pero seguramente ocurrió algo pareci-
do, pues son modalidades de trasmisión de los cargos que aparecen implanta-
das en ellos a comienzos del XVI, incluidas las renuncias «en confianza» que 
entremezclan el mecanismo de la renuncia con la tenencia en depósito. La 
particularidad en estos casos es que quien provee los oficios, ya sea por mer-
ced, renuncia o simple concesión, no es la Corona sino el señor. Hubo sólo 
un concejo que escapó a este proceso de privatización de las regidurías: el de 
Tuy, donde, conforme a las ordenanzas elaboradas por el obispo Diego de 
Muros (1484), todos los oficios municipales eran electivos y anuales, inclui-
dos los cuatro jurados o regidores que al igual que el juez eran nombrados 
directamente por el prelado64. 

———— 

60 AHMC, RC, nº 343 (Medina, 4 febrero de 1483); RP, nº 355 (18 de enero de 1489); 
etc. Están en la base de algunas de las corrupciones municipales; vid., en este sentido, Manuel 
GONZÁLEZ JIMÉNEZ: «Corrupciones municipales en Castilla a finales de la Edad Media», en 
Institución y corrupción en la historia, Valladolid, 1998, pp. 8-30. 

61 Según relación que elaboramos a partir de la información ofrecida por POLO, Regina: El 
régimen, op. cit., Anexos I, II y III, y GARCÍA ORO, José: Galicia, op. cit., II, p. 243, nota 49. 

62 El 15 de mayo de 1486 es nombrado regidor Pedro Reimóndez por cesión de su familiar 
Juan Martínez Pardo, que falleció; dos años más tarde intercambiaban los papeles las casas: el 
26 de junio el nombrado era Juan Pardo de Cela en lugar del fallecido Alfonso Reimóndez. 
Combinaciones parecidas se hicieron entre los Vilousás y los Soto (Ibid). 

63 Referido al mismo municipio, en el nombramiento de regidor de dicha ciudad efectuado 
el 17 de abril de 1492 por los Reyes Católicos a Diego de Andrade se especifica que por falle-
cimiento de Juan de Soto se había hecho merced del oficio a Soto, su hijo mayor, y por éste 
«no ser de edad complida para lo tener e usar» proveyeron de él a Rodrigo Domínguez de 
Villaosaz, vecino de la ciudad, «para que lo toviese en deposito» hasta que aquel tuviese edad 
para ejercerlo; y al presente, siendo informados de que el mencionado Soto falleció, designan a 
Diego de Andrade, contino de su casa (AGS, RGS, IV-1492, f.30). 

64 El texto en GARCÍA Y GARCIA, A. (dir.): Synodicon Hispanum, I, Galicia, Madrid, 1981, 
p. 422 y ss. 
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Bien es verdad que no todos los oficios eran provistos por la Corona o por 
los señores. Excepcionalmente, algunas localidades conservan la vigencia de 
ciertas «costumbres y privilegios» antiguos por los cuales sus regidores podían 
designar la persona destinada a ocupar la regiduría vacante que presentaban al 
poder superior para su confirmación. Ocurre, al menos, en las ciudades de 
Coruña65 (bajo dominio real) y Mondoñedo (bajo dominio episcopal); en 
Mondoñedo, en concreto, ese privilegio de elección por los regidores se con-
serva todavía a mediados del XVI para aquellos oficios que «vacan»66, supo-
nemos por falta de renuncia. En tales casos los monarcas o señores, según 
corresponda, no elegían sino que solamente confirmaban o despachan el títu-
lo. Desconozco, sin embargo, a cuantos y cuales oficios afectaba inicialmente 
o bajo que condiciones era factible esta modalidad de provisión. 

Si de quienes ejercían las cargos hablamos, la situación resulta tanto más 
compleja pues son pocos los datos que logramos reunir. Sabemos, eso sí, que 
en cada municipio controlaban los oficios y resortes del poder local un redu-
cido grupo de familias o apellidos. Son, entre otros, los Pardo de Cela, Freire 
Andrade, Vilousás o los Soto en Betanzos; los Andrade, los Gómez das Mari-
ñas, los Andeiro, los Lope Pérez de Moscos, Parragués o Montoto en la veci-
na ciudad de Coruña; los Abráldez, los Marzoa, los Treviño, los Siso y, sobre 
todo, los Acevedo en la ciudad compostelana; los Díaz de Cadórniga, los Puga 
y Gonçalvez en Orense; los Veloso y los Arines en Bayona; Alfeirán en Vive-
ro, etc. Apellidos mayoritariamente de procedencia hidalga, alguno incluso de 
estirpe ennoblecida, con asentamiento en la zona y reconocido prestigio en 
sus respectivos municipios, junto a los cuales puede encontrarse también otros 
de procedencia pechera, seguramente vinculados a los anteriores o al señor de 
turno (en el caso de los municipios de señorío) que lo nombra. Se trata en 
general de grupos con tendencia al cierre (la reglamentación y uso del meca-
nismo de la renuncia lo favorece) pero sometidos a un constante y obligado 
proceso de «renovación», aunque sólo sea por la extinción biológica de algu-
nas de esa estirpes.  

Con relación a esto último y referido exclusivamente a las ciudades con 
voto en cortes, se ha dicho recientemente que durante el siglo XV los reyes 
castellanos pudieron ejercer un notable control político sobre ellas mediante 
la promoción del «partido realista» que consiguieron a través de la designa-
ción como regidores de individuos al servicio de la Corona, los cuales reforza-
ron los vínculos políticos de los monarcas con sus ciudades, pero también de 

———— 

65 POLO, Regina: El régimen, op. cit., pp. 81 y 92 
66 Según los títulos era «derecho e costumbre» que les pertenecía «las bezes que acaece ba-

car algun regimiento» (LÓPEZ DÍAZ, María: «Poder e instituciones municipales: el concejo min-
doniense en los siglos XVI y XVII», Sémata, Ciencias Sociais e Humanidades, 15 (2004), pp. 
415-444, esp. 422). 
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las ciudades entre sí67. Algo de esto pudo ocurrir también en las ciudades rea-
lengas gallegas durante las últimas fases del reinado isabelino, cuanto menos 
en los concejos brigantino y coruñés, aunque la valoración pueda ser diversa: 
en el primer caso, en concreto, los monarcas nombraron como regidor de la 
ciudad a Diego de Andrade, contino de su casa y miembro de la casa de An-
drade, en abril de 1492; dos años más tarde el agraciado por la muerte de su 
pariente Pedro Fernández de Andrade es el cabeza de los Andrade, don Fer-
nando Pérez de Andrade, también contino de la casa real, futuro conde de 
Caserta y de Villalba, quien en febrero de 1497 obtiene otro regimiento del 
consistorio de Coruña, cargo que con anterioridad ya había desempeñado su 
padre, el que fuera «valedor y capitán de la ciudad», por herencia de Mariñas 
y Andrade. No son los únicos miembros de la familia que desempeñaron si-
multáneamente el oficio de regidor de una y otra ciudad: en Coruña, también 
lo harán en fechas posteriores su tío Fernán Pérez Parragués y su cuñado Pe-
dro Bermúdez de Castro, casado con su hermana doña Violante de Montaos, 
ambos señores de Montaos68; y en Betanzos tuvieron igualmente regidurías ya 
desde los años 1470/80 los Freire de Andrade, un rama menor y antagónica 
de Casa principal de los Andrade asentada en la villa, donde suscitaban fuer-
tes enemistades69. El círculo de influencia posiblemente se ampliara si al des-
empeño más o menos simultáneo de oficios de regidor de una misma ciudad o 
de las dos añadiéramos la parentela más alejada y sus «criados»: ocurre, de 
hecho, con los Freijomil de Coruña70 y seguramente no es el único caso. 

Quiero decir con ello que si bien en un primer momento Isabel la Católica 
trató de desligar a las ciudades de la tutela de la nobleza, en las últimas déca-
das de su reinado sancionó su presencia y control sobre los respectivos conce-
jos mediante la concesión de regidurías a varios miembros de la misma fami-
lia. Que esto contribuyera a reforzar la facción realista en los casos analizados 
es cuanto menos dudoso: puede que ese fuera el objetivo inicial de los nom-
bramientos y puede incluso que fuera un medio de reforzar los vínculos polí-
ticos con las oligarquías que gobernaban las ciudades, pero a la postre redun-
da en un reforzamiento de los que éstas mantenían con esa misma nobleza. 
———— 

67 DIAGO HERNÁNDEZ, Máximo: «El acceso al gobierno de las ciudades castellanas con voto 
en cortes a través del patronazgo regio durante el siglo XV», en Anuario de Estudios Medieva-
les, 32/2 (2002), pp. 879-913. 

68 De hecho, así consta en el concejo de 30 de abril de 1506 ante quien Felipe el Hermoso 
jura no enajenar la ciudad. En concreto, están presentes los regidores don Fernando de Andra-
de, conde de Caserta, Pedro Bermúdez de Castro, Fernán Pérez Parragués, Alfonso Cambón, 
Juan de Morelos, Francisco Colmelo, y los dos procuradores generales Vasco de Freijomil y 
Fernán de Mundego (AHMC: RC, nº 107 (21 de julio de 1515, incluye traslado del juramento 
hecho en 1506)). 

69 GARCÍA ORO, José: Galicia, op. cit., II, p. 243. 
70 En 1504 Vasco de Freijomil formaba parte de la capitanía de Fernando de Andrade que 

apoyó en Nápoles la campaña del Gran Capitán en Nápoles en 1504; en abril de 1506 figura 
como procurador general. Desconozco desde cuando pero desde luego en 1529 su sucesor Fer-
nando de Freijomil era regidor de Coruña (Id., Don Fernando, op. cit., pp. 83, nota 15, y 115). 
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Cuando ésta es o se haga absentista «por razones de trabajo» o residencia, cam-
bian los individuos pero presumo que no los intereses. Hay razones más que 
suficientes para pensar que un sector de quienes asumen las tareas de gobier-
no continúan siendo miembros de ramas menores asentadas en las ciudades o 
bien individuos que forman parte de sus clientelas, servidores u oficiales de la 
casa o simplemente otros regidores de menor relieve político sobre los que los 
ausentes podían ejercer su influencia a través de los presentes o desde la dis-
tancia. 

En las ciudades bajo dominio señorial ocurre algo parecido, en este caso 
bajo la influencia del respectivo señor. Resulta evidente en el caso de Tuy, al 
ser el obispo de turno quien nombra a los regidores. Pero ocurre también en 
las otras localidades donde los oficios no eran electivos, sino vitalicios o en 
proceso de convertirse en renunciables. El caso más paradigmático, en este 
sentido, es una vez más el de Santiago. Aquí la mayoría de los regidores, anti-
gua élite de los homes boos compostelanos, pertenecían a la órbita arzobispal: 
son los mencionados Abráldes, Marzoa y Treviño, que colocaron varios de sus 
miembros en el concejo, y todo el grupo aparece dominado por los Acevedo, 
parientes inmediatos de los Fonseca. Ilustrativo de este dominio es el hecho 
de que en las pocas solemnidades en que el concejo tiene representación pro-
pia quien toma la palabra en nombre del regimiento es el bachiller Bernardino 
de Acevedo, lo mismo que en caso de Coruña hace don Fernando de Andrade 
mientras ejerce el oficio71.  

Lo que acabamos de decir no significa que no existieran parcialidades dentro 
de las corporaciones. Antes al contrario, las hubo precisamente por esa misma 
circunstancia y se hacen visibles cuando de lo que se trata en consistorio es de 
asuntos que afectan a sus propios intereses. En los concejos de realengo, con-
cretamente, la división más nítida surge por contraposición a los ediles que 
mantenían vínculos o lazos con la nobleza; sus oponentes les acusan de abuso 
de poder y sobre todo de favoritismo. Ocurre en el caso de Betanzos, entre-
mezclado con la rivalidad entre familias de la oligarquía, pero sobre todo en la 
ciudad herculina, donde la facción más vinculada a los Andrade fue acusada por 
el resto de los capitulares y procurador general de querer liberar como hidalgos 
a sus parientes, amigos y allegados para no pagar impuestos72. Hubo problemas 
también por causa de los comunales, y seguramente no fueron los únicos. Algo 
parecido sucede en los concejos de señorío episcopal, con una particularidad: y 
es que esos dos bandos o sectores resultan más fácilmente identificables. Por un 
lado, están los más directamente vinculados al poder señorial que constituían, 
por así decirlo, el «núcleo duro» de la oligarquía local, con intereses vinculados 
a dicho poder; y, por otro, los menos, el que podríamos denominar «partido 
prorealista» o «autonomista», que trata de reforzar el poder local liberándolo de 

———— 

71 Acta de la venida de Felipe el Hermoso a la ciudad de Santiago (LÓPEZ FERREIRO, Anto-
nio: Fueros, op. cit., p. 593).  

72 AHMC, RC, nº 70 (Valladolid, 3 de junio de 1497). 
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las ataduras del poder señorial; en algunos casos como en Santiago añoran el 
paso de la ciudad al realengo. Cosa que no debe sorprender, pues estas diver-
gencias están en la base de los conflictos de jurisdicción que durante las ultimas 
décadas del XV litigaron ambos poderes y, lo que es más importante, rebrota-
rán con fuerza en torno a los años 30 del XVI precisamente con ese sueño, que 
no lo es sólo de los compostelanos. 

 
 

3.  CONCLUSIONES 
 
Aunque todavía queda mucho por aclarar sobre las repercusiones que tuvo 

la política isabelina en los poderes y oligarquías urbanas, de la información 
desgranada hasta aquí se pueden hacer algunas reflexiones. Durante el reina-
do de Isabel I hubo un estrecho y cambiante «diálogo» entre el poder monár-
quico, la aristocracia y los poderes urbanos del que se beneficiaron todos: la 
Corona que lo impulsa la primera; las ciudades, prioritariamente tras la «sali-
da de la crisis» sucesoria, por el deseo de la monarquía de incorporar sus oli-
garquías a su proyecto político; y la nobleza, por su contribución e implica-
ción en las empresas bélicas de la Corona y necesidad de compensar ese 
apoyo. Pero sobre todo he intentado ilustrar que tal cosa sucedió en el marco 
de una acomodación nueva entre poderes, especialmente entre el poder urba-
no y el poder regio poco estudiada y menos comprendida. Los años 1479/80-
1490/95, y más específicamente para Galicia los posteriores al viaje de los 
reyes en 1486, son claves en esa política de adhesiones y colaboración. Queda 
probado para las ciudades de realengo, que fueron objeto de varias provisio-
nes y cédulas reales favorables a los intereses tanto de sus élites como de sus 
comunidades: las primeras, como pago a su temprana e incondicional ad-
hesión a la causa isabelina; las posteriores, en un contexto de transacción que 
interesaba a ambas partes. Y queda probado, igualmente, para el caso de las 
ciudades bajo dominio episcopal, donde ese enlace es menos evidente por 
indirecto: se plasma, sobre todo, en el respaldo y apoyo que tanto la Corona 
como sus oficiales asentados en el Reino prestaron a las iniciativas y conten-
ciosos que las oligarquías locales pusieron en marcha para preservar su juris-
dicción y contrapesar o limitar la señorial; en algunos casos incluso son los 
mismos oficiales reales quienes auspician estos enfrentamientos, con el fin de 
«intermediar» en ellos, se supone, de manera interesada.  

Ya en los años posteriores a 1490/95 la Corona se ve obligada a reconducir 
sus relaciones con la nobleza y los señores y, como consecuencia de ello, esos 
enlaces (dialogo-colaboración) con las ciudades se aflojan, en la misma medi-
da que se disipa el entusiasmo de sus élites y también su percepción del go-
bierno monárquico como «justo». El cambio tuvo también repercusiones dentro 
de los propios concejos. La principal en los de realengo, donde se produjo un 
desembarco y consolidación como regidores de individuos de la nobleza local, 
hoy altos oficiales de la Corte, otrora sus valedores o enemigos o simplemente 
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herederos de quienes lo habían sido, a los que en fechas posteriores se suman 
algunos familiares. Mientras, en el señorío, aprendida la lección de los pasa-
dos enfrentamientos, los prelados procuran adhesiones dentro de la corpora-
ción mediante el nombramiento de regidores adeptos o parientes próximos. A 
corto-medio plazo, ambos hechos tendrán otras dos consecuencia favorecidas 
por la progresiva privatización de los oficios: una, el surgimiento de parciali-
dades o facciones dentro de la oligarquía, cuyas pugnas (todavía incipientes), 
si hemos de creer a Ladero Quesada, pueden ser un «mecanismo de estabili-
dad»73; y otra, dado que el funcionamiento del sistema se basa en un escrupu-
loso respeto de los principios de fidelidad, una capacidad de influencia de 
esos capitulares nobles (en ciudades realengas) que, al igual que la de los se-
ñores (en los municipios episcopales), va más allá del momento en que unos y 
otros se hacen absentistas por «servir» a la monarquía y puede afectar a más 
regidores que los que forman parte de sus clientelas. 

En este contexto, y como contrapartida a la nueva situación, dentro de los 
concejos se empieza a revitalizar también el papel político de la «comunidad e 
república» de los vecinos a través de su representante institucional, el procu-
rador del común o procurador general. Una revitalización que se mueve bási-
camente en torno a dos coordenadas: por una parte, la elección, donde el 
común —o mejor la «élite del común»— quiere tener una intervención activa 
y libre de presiones; y por otra, la representación, merced a la cual nos encon-
tramos con una institución que promueve iniciativas y políticas de interés 
comunal, incluidas denuncias contra la oligarquía, a cuya cabeza están los 
regidores. Como es obvio, éstos acepta mal la nueva situación por lo que su-
pone de contraste o limitación práctica a su poder dentro del concejo. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

———— 

73 LADERO QUESADA, Miguel Ángel: Monarquía, op. cit., p. 760. 




